	En la ciudad de Mendoza, a los catorce días del mes de Octubre del año dos mil once, siendo las doce horas, reunidos en la Sala de Acuerdos de esta Excma. Cuarta Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario, los señores Jueces titulares, trajeron a deliberación para resolver en definitiva estos autos Nº 139.775/33.321, caratulados "GIL, MIGUEL EXEQUIEL C/DELGADO, ARIEL ANTONIO Y OTS. P/EJECUCION TIPICA (COBRO DE ALQ.)", originarios del Séptimo Juzgado de Paz Letrado, Secretaría N° 7, de la Primer Circunscripción Judicial, venidos a este Tribunal en virtud del recurso de apelación interpuesto a fs. 113 por el actor, Sr. Miguel E. Gil por su propio derecho, en contra de las resoluciones de fs. 109/110 y 112. 

Practicado a fs.146 el sorteo establecido por el Art. 140 del Código Procesal Civil, se determinó el siguiente orden de votación: Dres. Abalos, Leiva y Sar Sar. 

De conformidad con lo dispuesto por el Art. 160 de la Constitución de la Provincia de Mendoza, se plantean las siguientes cuestiones a resolver: 

Primera cuestión: 

¿Debe modificarse la sentencia en recurso? 

Segunda cuestión: 

¿Costas? 

Sobre la primera cuestión propuesta la Sra. Juez de Cámara, Dra. María Silvina Ábalos, dijo: 

I. Llega en apelación la sentencia que glosa a fs. 109/110 y el auto aclaratorio de fs. 112, por los cuales la Sra. Juez hizo lugar a la defensa opuesta y rechazó la demanda incoada por Miguel Ezequiel Gil en contra de Ariel Antonio Delgado, con imposición de costas a la parte accionante vencida (Art. 35 y 36 C.P.C.). 

A fs. 128/130 el actor Miguel Ezequiel Gil por sí, expresan agravios, solicitado la revocatoria del fallo que impugnan y que se acoja la demanda, contestándolo el Dr. Antonio Sendra por el demandado a fs. 133, quedando la causa a fs. 145 con autos para sentencia. 

II. PLATAFORMA FACTICA. 

A fs. 13/14 se presenta el Sr. Miguel Ezequiel Gil mediante apoderado legal, deduciendo demanda por cobro de alquileres en contra de los Sres. Ariel Antonio Delgado, Juan Carlos Posada y Jorge Felipe Palermo, -estos últimos en su carácter de fiadores solidarios lisos y llanos pagadores-, por la suma de $2.600, con más los intereses legales y costas. 

Manifiesta, que el actor alquiló al accionado el inmueble sito en calle Libertad N° 969 de Villanueva, Guaymallén por un canon mensual de $200. Reclama los cánones de los meses de octubre de 2004 a octubre de 2005. Afirma que en agosto de 2006 se efectuó la efectiva entrega de la posesión del inmueble tal como surge de las constancias de los autos N° 135.303 caratulados -"Gil, Miguel E. c/Delgado Ariel A. p/Des. (Rec. Inm.). Ofrece pruebas y funda en derecho. 

 Citado el accionado locatario al reconocimiento previsto en el Art. 229 del C.P.C., según las constancias de fs. 7, ante su incomparencia a estar a derecho y el desistimiento del proceso respecto de los garantes, a fs. 32 se tiene por preparada la vía ejecutiva. 

 Librado el correspondiente mandamiento (fs. 34), a fs. 47/48 contesta Ariel Antonio Delgado oponiendo excepción de falta de legitimación sustancial activa, expresando que quien intervino en el contrato fue Santos Gil como locador y no Miguel Ezequiel Gil quien resulta actor en los presentes. En subsidio, asevera que nada adeuda a la actora, toda vez que con fecha 5 de setiembre de 2004 se incendió la vivienda tal como surge de las probanzas que acompaña, por lo que debió mudarse de la misma atento a que no pudo seguir ocupándola por razones de seguridad, habiendo intimado a la actora a que reparara el inmueble. Ofrece prueba. Funda en derecho. 

 Aceptadas y producidas las pruebas, a fs. 109/110 se dicta sentencia. 

III. LA SENTENCIA RECURRIDA. 

Que la Juez entiende que el actor no contestó las defensas opuestas por el accionado y menos aportó pruebas en sentido contrario, por lo que, -de las constancias de constancias de fs. 37/46; informe de fs.74/77 del Departamento de Bomberos; testimonial de Andrea Cayo de fs. 89 y constancias de fs. 105-, se encuentra acreditado el incendio, motivo de entrega del inmueble, desocupación del mismo y por ende improcedencia de los cánones reclamados. 

 Agrega, que la producción de un incendio en el marco de una locación de cosas configura un supuesto de caso fortuito (Art. 1.572 del Código Civil), debiendo el locador acreditar la culpa del locatario en el mismo, lo cual no ha acaecido, por lo que debe presumirse caso fortuito el incendio la cosa locada, y eximir de culpa al locatario, que sólo responde si el locador pudiese probar su negligencia o descuido en la producción del evento, por lo que rechaza la demanda. 

Señala por último, que la presentación de demanda y ratificación de fs. 20 permiten no acoger la excepción de falta de legitimación sustancial activa. 

IV. LA EXPRESION DE AGRAVIOS Y SU CONTESTACIÓN. 

A fs.128/130 el actor Miguel Ezequiel Gil por su derecho, se queja que la Sentenciante no hubiera merituado al resolver las normas contractuales vigente entre partes; de donde surge que el inquilino tomó a su cargo las reparaciones del inmueble (en especial reparación del cielo raso) lo cual evidentemente no cumplió; y que además según el contrato el inquilino acordó un procedimiento para hacer entrega del inmueble al locador, habiéndose limitado a emplazar por carta documento de fecha 25/10/2004 a la Inmobiliaria "Éxito", que no es parte del contrato, a reparar la vivienda alquilada para que quede habitable, la cual fue rechazada por ésta. 

Estima, que el inquilino fue negligente al no realizar las reparaciones a las cuales se obligó, en especial el cielo raso, como en la entrega de las llaves al propietario si quería que le realizaran las reparaciones. 

Critica la falta de ponderación del proceso de desalojo - Expte N° 135.303 - Gil, Miguel Ezequiel c/Delgado Ariel Antonio p/Desalojo (Recu-peración de inmueble)", originario del Séptimo Juzgado de Paz, dado que la falta de entrega de llaves derivó en dicho proceso y el inquilino no probó haber emplazado al propietario para que recibiera el inmueble, no constituyó en mora al propietario por la entrega de llaves ni tampoco las consignó judicialmente, ocasionándole un gran perjuicio la falta de restitución del inmueble, no obstante que se le envió dos cartas documentos a los efectos que cumpliera con su obligación de entregar las llaves del bien. 

Se agravia, en que el Tribunal no analizó en forma debida la prueba incorporada al expediente; que no obstante tener fijado en el contrato domicilio real y especial a todos los efectos del mismo en ningún momento se le notificó por los arreglos del inmueble ni por la entrega de llaves; y que en virtud del Expte.por recuperación del inmueble se hizo entrega provisoria de la posesión el día 8/8/2006, recibiendo un inmueble en un estado total de abandono y mayor deterioro. 

Se queja por último, que se hubiere valorado la prueba obrante a fs. 105 la cuál pertenece a un Expte N° 5380/04, sumario que nada tiene que ver con la causa, puesto que parecería que con este error la Juez tiene por ciertas las aseveraciones del inquilino en cuanto habría consignado las llaves en el expediente penal, por lo que no existe jurídicamente "la consignación de llaves en la policía" lo que tampoco nunca probó nada al respecto. 

Corrido traslado de los agravios, a fojas 133 el Dr. Antonio Sendra por el demandado contesta, peticionando el rechazo de los mismos con costas, por las razones que expresa, a las que se remite en honor a la brevedad. 

V. LA NORMATIVA APLICABLE Y APLICACIÓN AL CASO. 

Que el art. 241 del C.P.C. prescribe que opuestas las excepciones y defensas, se correrá traslado de ellas al actor por seis días, quien, al contestar deberá ofrecer toda la prueba como lo dispone él artículo anterior. 

Sabido, que el traslado debe ser contestado por el ejecutante en los mismos plazos y formas que rigen para el escrito de defensas. Cómo todo traslado genera en el sujeto notificado la consecuente carga de contradicción, la incontestación del mismo crea una presunción iuris tantum de veracidad de los extremos aseverados por el excepcionante, siempre que no fiugren desmentidos por las propias constancias del título (GIANELLA, Horacio C. "Código Procesal Civil de la Provincia de Mendoza". Ed. LA LEY, To. II, pág. 646/647). 

Es que el escrito de excepciones tiene una función análoga a la demanda en juicio ordinario, invirtiéndose, en cierto sentido, las posiciones de actor (ejcutante) y demandado (ejecutado), Ambos preparan la discusión y son piezas fundamentales del proceso.A su vez, el escrito de responde de las excepciones tiene mucha importancia cuando al excepcionar, el demandado ha opuesto al progreso de la ejecución, excepciones fundadas en hechos, a los cuales a su vez, puede el actor oponer otros que impidan o invaliden sus efectos. (PODETTI, J. Ramiro. "Tratado de las ejecuciones". 2da Edición actualizada por el Dr. Víctor A. Guerrero Leconte. Ed. EDIAR, 1968, pág. 252 y 342). 

Por ello, en nuestro sistema procesal el juicio ejecutivo no es un simple proceso de ejecución sino que, habida cuenta que en su desarrollo se admite una instrucción contradictoria -la oposición de excepciones con traslado de las mismas al accionante- se trata de un juicio declarativo de cognición. Con la oposición de las excepciones y su contestación queda trabada la "litiscontestatio" o relación procesal. (Esta Cámara, Autos No. 24.319- "Atuel Fideicomiso S.A. c/Videla Carlos y ot. p/Ejec. Cambiaria". Fecha: 03/06/1999. LS 151:083). 

Entrando al análisis de las presentes, el demandado al comparecer opuso defensa de falta de legitimacion sustancial activa; negó adeudar suma alguna dado que el 5 de setiembre de 2004 la vivienda se incendió; afirmó que el incendio se originó a raíz de una autocombustión del cielo raso ubicado en la tronera del termotanque, el cuál no se encontraba correctamente aislado del cielo raso, es decir que acaeció e n virtud de un vicio de la cosa arrendada; que la inmobiliaria se negó a recibir el bien; que tuvo que hacer entrega de las llaves en el expte policial; que al no conocer al locador atento que había tratado con la inmobiliaria. Éxito, quién le cobraba los cánones, la intimó para que reparase la vivienda suspendiendo el pago de los cánones, bajo apercibimiento de rescindir el contrato, carta documento que fue rechazada; que no se le entregó copia del contrato de alquiler; que los cánones no le son exigibles dado que no pudo ocupar el bien por razones de seguridad; que el art. 1569 C.C.exime de culpa al locatario por tales vicios o defectos graves, los que son responsabilidad del locador (art. 1525 del C.C.) y que en virtud de los arts. 1564 y 1604 del C.C., el contrato de locación concluye cuando su objeto se hace imposible por vicios redhibitorios o caso fortuito. 

Corrido traslado de las excepciones, el actor no contestó las mismas ni ofreció prueba, incumpliendo con la carga de reconocer o negar categóricamente los hechos expuestos en la demanda, (Art. 168 del CPC), lo que trae aparejado una presunción de veracidad de lo afirmado por la contraria, que puede ser desvirtuada por prueba en contrario. 

En consecuencia, no fue objeto de controversia en primera Instancia, la existencia del incendio acaecido el 5/9/2004, que tuvo su origen a raíz de una autocombustión del cielo raso ubicado en la tronera del termotanque, que tornó inhabitable el inmueble por grave riesgo de derrumbe (ver fs. 43/44), y que el actor y su familia tuvieron que retirarse del inmueble en forma inmediata (pág. 89). 

Por otro lado, el art.1572 del C.C. prescribe que el incendio de la cosa arrendada será reputado caso fortuito hasta que el locador o el que fuere perjudicado, pruebe haber habido culpa por parte del locatario, sus agentes, dependientes, cesionarios, subarrendatarios, comodatarios o huéspedes. 

Al no haber contestado las excepciones el actor, éste no afirmó y mucho menos probó que el incendio hubiere tenido su origen en la conducta culposa del locatario, por lo que mal puede pretender invocar en la Alzada como causa del infortunio, la negligencia del inquilino al no realizar las reparaciones del cielo raso, dado que feneció la etapa procesal en que podía esgrimir dicha defensa. 

Tal como lo dispone el Art.62 del C.P.C., "vencido un plazo, se haya ejercido o no la facultad que corresponda, se pasará a la etapa siguiente en el desarrollo procesal, disponiéndose de oficio las medidas necesarias, sin perjuicio de la suspensión convencional prevista por los artículos 48 inciso 4° y 64 y las que puedan disponer los juzgadores en los casos en que este código les autoriza a ello". 

La preclusión tiene por objeto, impedir que vuelvan a ser tratados temas ya resueltos en forma expresa o implícita en el juicio; ello es así pues el principio de preclusión reviste carácter de orden público y da certeza y estabilidad a los actos procesales ya cumplidos. 

Este Cuerpo ha sostenido que "Los derechos deben hacerse valer en el proceso, en la forma y plazo adecuados, pues su inobservancia produce la aceptación del acto aun cuando contenga una solución no ajustada a derecho. En efecto, ante la necesidad de obtener actos procesales regulares se encuentra la de obtener actos procesales firmes sobre los cuales pueda consolidarse el derecho. El proceso es un método de debate regulado por normas destinadas a asegurar el orden en su desarrollo y el principio de preclusión tiene por objeto que los actos que componen su curso avancen y se incorporen en el orden previsto y sin retrocesos, de manera tal que sus efectos quedan fijados irrevocablemente y pueda valer de sustento de futuras actuaciones, lo que impide la reapertura de cues-tiones definitivamente decididas durante la sustanciación de la causa. (Autos N° 32.850/115.115 - "Maldonado, Juan C. c/Faingold, Marcos p/D. y P." - Fecha 2/03/2011). 

Por lo demás, la alegación de un hecho es requisito para que sea puesto como fundamento de la sentencia si aparece probado.Los hechos no alegados, -como en el sub-lite la culpa del inquilino-, hace que la prueba resulte inútil e innecesaria, esto es, que desaparezca el interés práctico para la parte en satisfacer la carga de la prueba. 

Por lo expuesto, tanto en virtud del principio de preclusión procesal (art. 62 C.P.C.), como en razón que la cuestión que no fuera propuesta al Juez, no puede ser materia de apelación, toda vez que ésta presupone la previa consideración por el magistrado de los hechos sometidos a su de-cisión (Confr. Quinta Cámara Civil, "Villagra, Susana c/Videla Martínez, Alida s/Sumaria", Fecha. 06/10/1999. Lexis Nexis 33/3440 y "Sticca de Correa, Celina y ots. c/Liderar Comp. General de Seguros S.A.". Fecha 10/12/2008. LLGran Cuyo 2009 (marzo), 192; Tercera Cámara Civil, "Dirección General de Escuelas c/Farías, Catalina E.", Fecha 12/02/2008, Lexis Nexis, Nº 70048171), corresponde el rechazo de la del agravio en tratamiento. 

No varía la conclusión a que se arriba el hecho que el locatario, en virtud del contrato de locación, tuviere a su cargo las reparaciones menores del cielo raso, ya que -y se reitera- en la etapa procesal pertinente, no se aseveró y menos se acreditó la relación causal entre la supuesta falta de reparación del cielo raso y el incendio. 

Además, la causa del mismo se debió a que el cielo raso no se encontraba correctamente aislado de la tronera del termotanque (ver fs.43 vta.), lo que sin duda se refiere a un problema estructural que excede las reparaciones menores a las que se comprometió el inquilino. 

Además, el locatario debe hacer las reparaciones de aquellos deterioros menores que regularmente son causados por las personas que habitan el edificio (Art 1573 del C.C.), no así las que superan dicho marco, como sería el cambio del cielo raso. 

Se queja también el apelante, que el ejecutado no se ajustó al procedimiento que establece el contrato de locación para hacerle entrega del inmueble, habiéndose limitado a emplazar por carta documento de fecha 25/10/2004 a la Inmobiliaria "Éxito" que no es parte del contrato a reparar la vivienda alquilada para que quede habitable, rechazándola la inmobiliaria. 

Señala, que no obstante haberse fijado en el contrato el domicilio real y especial de su parte, en ningún momento se le notificó por los arreglos del inmueble ni por la entrega de llaves. 

Más allá que estos argumentos recién son introducidos en esta Instancia, lo que de por sí impediría su tratamiento, lo concreto es que al no contestar las excepciones el actor, debe tenerse por cierto que el demandado sólo conocía la Inmobiliaria "Éxito", quién percibía los cánones, no así al locador, y que tampoco se le hizo entrega del contrato de locación, razón por la cuál no pudo intimar al locador a que efectuase las reparaciones o hacerle la entrega de las llaves. 

Además, si el demandado emplazó a la Inmobiliaria "Éxito" a reparar la vivienda alquilada para que quede habitable, bajo apercibimiento de rescisión del contrato de locación, y con suspensión del pago de los alquileres por imposibilidad de uso de la vivienda, resulta extraño que ante éstos hechos, la Inmobiliaria no se los hubiere comunicado al propietario del bien, máxime cuando era quién se lo administraba. 

Más aún, en las cartas documentos que le remitiera el actor al demandado, de fecha 20/7/2005, emplazándolo a desocupar el inmueble, abonar los cánonesdebidos, presentar las boletas de servicios, tanto el domicilio del remitente como el fijado para el pago y entrega de llaves es el de la Inmobiliaria "Éxito" (ver fs. 8/9). 

Sin perjuicio de ello, lo cierto es que la destrucción del bien locado, por caso fortuito o por fuerza mayor, también se carga a la responsabilidad del locador, por el principio de que la cosa se pierde para su dueño (res perit et crescit domino), y el contrato queda rescindido. Al establecer concretamente la forma de conclusión de la locación, nuestro Código menciona en forma expresa al "caso fortuito", dejando abiertas las puertas para que puedan operar los distintos supuestos, de esa naturaleza (fortuitos), que puedan darse. El art. 1604 inc. 6° del Cód. Civil, establece, que la locación concluye, "por casos fortuitos que hubieran imposibilitado principiar o continuar los efectos del contrato". (ABATTI- ROCCA (h.). "Caso fortuito y fuerza mayor en la locación urbana". LL 2005-F, 1213). 

Entonces, si la cosa había desaparecido por causa de un incendio y, con ello, la obligación se extinguía por imposibilidad de pago, o si había deterioro parcial del inmueble que debía restituirse a su dueño y ese deterioro, por imperio del art. 1572 del Cód. Civil, se había producido por caso fortuito, rige el art. 586 del mismo Código en cuanto establece que las cosas se pierden para su dueño. (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala C.Fecha: 20/12/2005. "Indagroquim Sociedad Anónima c. Cotigraf S.A." Publicado en: RCyS 2006, 1356). 

Atento a la magnitud del incendio, la vivienda quedó inhabitable (ver fs. 43), razón por la cuál existió una imposibilidad material del locador de cumplir con las obligaciones a su cargo, esto es permitir el uso y goce del bien locado (Art 1514 del C.C.), como a conservarla en buen estado (Art.15151 del C.C.), lo que trajo aparejado la conclusión del contrato a partir del 5/9/2004, por lo que el accionante carece de un crédito contra el accionado. 

Se agravia por último, que se hubiere valorado la prueba obrante a fs. 105 la cuál pertenece a un Expte N° 5380/04, sumario que nada tiene que ver con la causa. Si bien ello es cierto, la valoración o no de dicha prueba no varía que el contrato hubiere concluído ante la imposibilidad del locatario de poder usar y gozar el bien locado. 

VI. En conclusión, deben rechazarse el recurso de apelación planteado por Miguel Exequiel Gil, con costas a su cargo, confirmándose la sentencia. ASI VOTO. 

Sobre la misma y primera cuestión propuesta el Sr. Juez de Cámara, Dr. Claudio F. Leiva y la Sra. Juez de Cámara Mirta Sar Sar dijeron: 

Que por lo expuesto precedentemente por el miembro preopinante, adhieren al voto que antecede. 

Sobre la segunda cuestión propuesta la Sra. Juez de Cámara, Dra. María Silvina Abalos, dijo: 

Atento como se resuelve la primera cuestión, las costas de Alzada deben ser soportadas por el actor Miguel Exequiel Gil, apelante vencido (Arts. 35 y 36 del C.P.C.). ASI VOTO. 

Sobre la misma y segunda cuestión propuesta el Sr. Juez de Cámara, Dr. Claudio F. Leiva y la Sra. Juez de Cámara Mirta Sar Sar , dijeron: 

Que por las mismas razones adhieren al voto que antecede. 

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, pasándose a dictar sentencia definitiva, la que a continuación se inserta. 

SENTENCIA: 

Mendoza, 14 de Octubre del 2011. 

Y VISTOS: 

Por las razones expuestas, el Tribunal 

RESUELVE: 

1°) No hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos a fs. 113 por el accionante, Sr. Miguel E. Gil por su propio derecho contra la sentencia de fs. 109/110 y auto aclaratorio de fs. 112, los que se confirman en todos sus términos. 

2º) Imponer las costas de Alzada a la parte actora apelante vencida (Arts. 35 y 36 del C.P.C.). 

3°  Regular los honorarios de los profesionales intervinientes en esta vía impugnativa de la siguiente forma: Dres. Emilce Gómez Lasca-no, Antonio Sendra, Natalia L. Vallina y Teresa Rosalía Zoccolillo, en las sumas de PESOS . ($.), . ($.), . ($.) y . ($.), respectivamente (Arts. 35 y 36 del C.P.C.). 

Cópiese, regístrese, notifíquese y bajen. 

Dra. María Silvina Abalos. Juez de Cámara      

Dr. Claudio F. Leiva. Juez de Cámara                

Dra. Mirta Sar Sar. Juez de Cámara      

Dra. Andrea Llanos. Secretaria.  


